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			Introducción

Forum Shopping, reloaded

			Cuando pienso en el rol que puede desempeñar un abogado frente a cualquiera de los episodios que se reflejan en este trabajo, que sugieren que muchas cuestiones judiciales de máxima importancia pueden ser manipuladas, imagino la posibilidad de analizar su tarea ya directamente como la de un personal shopper, cuya función consiste en asesorar y hacer las compras para estrellas del espectáculo o personas de mucho poder adquisitivo que no tienen tiempo ni ganas de salir de shopping o, por sus ocupaciones, no están al tanto de las últimas tendencias de la moda. Hoy ese servicio es utilizado principalmente por turistas o viajantes de negocios que desean resolver en poco tiempo, de manera práctica y segura, y sin pagar de más, todas sus compras en ciudades que les son desconocidas.

			Sobre la base de este esquema, al asumir la representación de un asunto —de cualquier asunto—, con renovada capacidad para exagerar, puedo imaginar a un abogado —a cualquier abogado— como personal shopper, 
enfrentando la imposibilidad objetiva de no serlo e indicando al cliente, en principio, cuál sería la mejor persona para que decida su caso, y si dicha alternativa ya ha sido resuelta, asesorando acerca de la mejor manera de contactarlo, ya sea conociendo sus padrinazgos, sus simpatías políticas, sus amistades y, eventualmente, sobre las posibilidades de obtener algún beneficio ilícito.

			Más allá de esta semblanza, claro está que las cuestiones aludidas tienen una dimensión de tal magnitud que no justifican, en modo alguno, ser abordadas a partir de la perspectiva del abogado, quien, de todas maneras, suele participar —como si se tratara sencillamente de un papel lamentable que le ha tocado desempeñar— aportando sus conocimientos técnicos y empíricos a la hora de perfeccionar alguna maniobra de las que serán objeto de este libro. 

			* * *

			En este trabajo he intentado repasar, dentro de los parámetros que permiten definir las distintas clases de maniobras caracterizadas como forum shopping, cuáles pueden ser sus motivaciones, a qué funcionarios se puede elegir y mediante qué estrategia, y cuáles serían, en términos generales, las consecuencias tanto procesales como sancionatorias para sus protagonistas, siempre analizando los ejemplos correspondientes en relación con la garantía de imparcialidad y a partir de una perspectiva individual; esto es, tomándolos como episodios aislados o casos concretos.

			Sin embargo, una mirada de conjunto sobre estos permite concluir que la denominación forum shopping ha sido utilizada para definir un universo de casos muy distintos (judge shopping, fiscal shopping, law shopping, etc.), cuyo punto de contacto reside, invariablemente, en el ejercicio de algún grado de manipulación sobre la jurisdicción.

			Y ese concepto, a su vez, ha sido utilizado para denominar casos y cosas que se alejan o se apartan, en menor o mayor medida, de su esencia, tornando difusos sus contornos. 

			Esta circunstancia trae aparejadas distintas consecuencias, entre las que se destaca la imposibilidad de postular una solución concreta en todo cuanto se vincula con la validez de lo actuado a partir de episodios definidos de acuerdo con esta borrosa categoría.

			Pero la cuestión que mayor debate genera es, desde mi perspectiva, la imposibilidad de establecer, frente a determinadas situaciones, la ilegitimidad de maniobras que implican, de cierto modo, la elección arbitraria de algún actor relevante del proceso. Se trata de uno de esos propósitos que, a priori, empiezan a revelarse como imposibles.

			Está claro que no toda manipulación es mala de por sí. De hecho, existen ciertos casos en los que la ley autoriza a direccionar la elección de un tribunal o una jurisdicción, precisamente, para garantizar un juicio imparcial.

			La Corte Suprema de Estados Unidos, en el caso Sheppar, estableció una serie de medidas idóneas a los fines de preservar la imparcialidad del juicio, tales como posponer el tratamiento de un caso hasta que el peligro de parcialidad disminuyera, controlar que los candidatos a jurado no tuvieran opiniones preconcebidas sobre la culpabilidad o inocencia del imputado, aislarlos, en caso de ser necesario ordenar un nuevo juicio, o transferir al jurado a otro lugar si la publicidad o el clima imperante amenazaran con influenciarlo. 

			También se han sugerido como medidas legítimas y eficaces la de importar jueces de un lugar distante al de los hechos, prohibir a los testigos conceder entrevistas antes de brindar testimonio, y ya como medida extrema, emitir orden de censura a los medios de comunicación sobre las informaciones referentes al caso (1).

			Con estas directrices, en su momento nuestro gobierno evaluó la posibilidad de poner en manos de un tribunal argentino, que funcione en un país neutral —la propuesta original era que ese país fuese Marruecos—, el juicio por la conexión internacional del atentado contra la AMIA.

			Una segunda alternativa para el progreso de este juicio se plasmó mediando la firma, polémica, de un memorándum de entendimiento entre la Argentina e Irán, a partir del cual se crearía una Comisión de la Verdad integrada por juristas internacionales. Ese órgano podría interrogar a los sospechosos del ataque, en Teherán, junto con las autoridades judiciales argentinas que llevan adelante la investigación y sus pares iraníes. La Comisión de la Verdad estaba facultada para analizar la prueba presentada por la justicia argentina, que acusa de ser autores intelectuales del atentado a ocho ciudadanos iraníes, para luego emitir un informe con recomendaciones sobre cómo proceder con el caso en el marco de la ley y las regulaciones de ambas partes.

			La justicia argentina finalmente declaró inconstitucional esa alternativa, para cuyo diseño se tomaron como referencia los antecedentes del caso originado en el atentado contra el avión de Pan Am ocurrido en 1988 en Lockerbie, Escocia, que finalmente fue juzgado por un tribunal especial y no por un juez escocés en jurisdicción escocesa, como hubiera correspondido.

			En ese caso, el gobierno del Reino Unido atribuyó la autoría del siniestro a ciudadanos libios. Aquel país, junto con Estados Unidos, acusó al gobierno de Libia de proteger a sus conciudadanos, presuntos autores del hecho. La falta de colaboración de Libia denunciada por los gobiernos de Gran Bretaña, Estados Unidos y Francia desembocó en que se sancionara a ese país con un prolongado embargo comercial.

			Libia, presionada por el embargo, aceptó negociar la extradición de los sospechosos a cambio de determinadas garantías. Así, la misión permanente de Libia ante las Naciones Unidas consideró que el juicio no podía llevarse a cabo en territorio de los países involucrados por cuanto, tanto en Estados Unidos como en el Reino Unido, existía un ambiente de condena respecto de los imputados, no solo por parte de los medios de prensa sino incluso de sus ciudadanos, que impediría obtener un proceso justo. Por eso propuso que los hechos fueran juzgados por un tribunal internacional, o por un tribunal compuesto por magistrados de países neutrales. Estas opciones fueron rechazadas por el Reino Unido y por Estados Unidos.

			La misión libia se quejó del trato desigual que Estados Unidos daba a los sospechosos libios con respecto a sus propios ciudadanos; adujo que a estos se les garantizaba ser juzgados en un ambiente de imparcialidad y puso como ejemplo puntual el proceso seguido a Timothy James McVeigh y a Ferry Lynn Nicholas, acusados de ser autores de actos terroristas en la ciudad de Oklahoma, que dejaron un saldo de 168 muertos, miles de heridos, la destrucción total de un edificio federal y graves daños al edificio donde tenía su asiento la Corte estatal.

			Estos, en vez de ser juzgados en el lugar de los hechos, lo fueron en la ciudad de Denver, estado de Colorado. Se tuvo en cuenta el fuerte malestar de la comunidad de Oklahoma contra los imputados y la presión de los medios de comunicación, que hacía presumir que en tal atmósfera el jurado no emitiría un veredicto que se sustentara sólo en las constancias de la causa, despojado de influencia externa y de prejuicios.

			El 19 de abril de 1995 una bomba de más de dos toneladas, escondida en una camioneta, estalló frente al edificio federal Alfred P. Murrah en Oklahoma (estado de Oklahoma, Medio Oeste). El juicio fue cubierto por 1.700 periodistas. Un veterano de la guerra del Golfo de 28 años, condecorado, de aires adolescentes, llamado Timothy McVeigh, se declaró «no culpable».

			Había sido detenido hora y media después de concretar el ataque. Iba en un auto sin patente y llevaba, ilegal, un arma de fuego, vestido para un combate imaginario, de chaleco y jeans negros, botines militares y una camiseta blanca con el retrato de Abraham Lincoln. 

			Las crónicas de la época se detuvieron en la leyenda estampada en su camisa: Sic semper tyrannis («Así a todo tirano»). Las palabras las había pronunciado el asesino de Lincoln, John Wilkes Booth. En la espalda, había otro estampado: el dibujo de un árbol del cual caían tres gotas de sangre y una frase de Thomas Jefferson: «El árbol de la libertad debe ser vigorizado de vez en cuando con la sangre de patriotas y tiranos».

			El 13 de junio de 1997 fue declarado culpable de once cargos federales (incluyendo conspiración para utilizar un arma de destrucción masiva y ocho cargos de homicidio en primer grado) y condenado a muerte.

			Las escenas de dolor vividas en un sitio en el que nunca pasa nada, como Oklahoma, fueron un poderoso argumento —en cuanto gravita con tanta intensidad sobre los posibles jurados— y los abogados defensores consiguieron que el juicio se celebre en Denver, estado de Colorado. 

			En nuestro país, el Programa Verdad y Justicia, dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y creado para colaborar con el trámite de los juicios por crímenes de lesa humanidad y resolver necesidades de los tribunales, además de dar protección a testigos, querellantes y funcionarios judiciales, propuso en 2012 juzgar a los represores en el lugar donde cometieron sus crímenes, más concretamente en el predio de la ex Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA). 

			Incluso, una delegación integrada por jueces, miembros del Consejo de la Magistratura y del Ministerio de Justicia visitó el lugar para evaluar si alguno de los edificios del predio era apto para realizar allí el próximo juicio por los crímenes cometidos en ese mismo lugar, donde funcionó el mayor centro de exterminio de la última dictadura militar. La iniciativa generó reacciones diversas entre las víctimas, por un lado, quienes piensan que sentar a los represores en el banquillo en el escenario de sus propias aberraciones sería de un fuerte simbolismo frente a la sociedad, y por el otro, aquellos sobrevivientes y familiares de desaparecidos que ven en ello un sufrimiento adicional, al tener que revivir los hechos en el sitio donde ocurrieron. Esto, señalaron, va en contra de la obligación de protegerlos en todos los aspectos, física y psicológicamente.

			Beinuz Szmukler, histórico abogado en causas vinculadas a los derechos humanos, uno de los principales impulsores de la idea, enumeró tres razones por las que propuso la ex ESMA como lugar para el gran juicio: «Cuando se planteó que podría tener por lo menos 60 imputados y más de 700 testigos, se hizo evidente que el Poder Judicial no tiene un lugar adecuado para un proceso de esa magnitud. Además, la mayor aspiración de todo tribunal es la de tener la máxima proximidad posible con el lugar de los hechos. Y por último, hacer las audiencias allí tendría una fuerte carga simbólica, no solo importante para el movimiento de derechos humanos sino para toda la sociedad, ya que se juzgaría a los imputados de los crímenes más horrendos de la historia argentina en el mismo lugar que los cometieron». 

			La idea no prosperó.

			El 23 de enero de 1989, el Movimiento Todos por la Patria (MTP) asaltó el Regimiento de Infantería Mecanizada 3, de La Tablada. La operación terminó con 39 muertos (entre civiles, policías y militares) y 4 militantes desaparecidos. El juez Larrambebere llegó al Regimiento poco después que el presidente Raúl Alfonsín, cerca de las 10 del martes 24 de enero. En la Oficina de Logística, sobre los fondos del cuartel de La Tablada, hizo un reconocimiento rápido de los detenidos. Estaban semidesnudos, atados y boca abajo. Al día siguiente constituyó el juzgado en el cuartel y comenzó a tomar declaración a todos los militares. 

			Promediando el desarrollo de un juicio oral en su contra, la ingeniera María Julia Alsogaray, que conoció los rigores de la justicia ya de mayor, se enfermó. Entonces el Tribunal Oral interviniente se constituyó en su domicilio, junto con un médico del Cuerpo Médico Forense, para que la examinara y determinara si se encontraba en condiciones físicas y psíquicas de prestar declaración. 

			Con todos los jueces y el fiscal en su living, María Julia Alsogaray pidió la palabra y reclamó declarar en forma oral en la sala de audiencias del Tribunal.

			Luego de una breve deliberación, se resolvió que, si bien resultaban atendibles los argumentos expuestos por la encausada, no eran motivos suficientes para modificar la idea del Tribunal de continuar con la audiencia en su domicilio particular, ya que esa posibilidad era acorde a los preceptos del código de rito, y debía tenerse en cuenta el informe de los médicos en cuanto a las medidas para preservar su salud. 

			La abogada defensora, Pamela Bisserier, se opuso y alegó que aquel era el ámbito de intimidad de la ingeniera Alsogaray, en el que se sentía más vulnerable. También destacó que lo decidido le restaba publicidad al debate.

			El Tribunal insistió y la audiencia se llevó adelante en el living. Y la ingeniera convidó café y pasteles.

			* * *

			Pero volviendo a los casos a cuyo análisis me dedicaré, entiendo que, en un punto, sería necio negar la legitimidad de un margen de discrecionalidad que permite, por ejemplo, especular con la fecha en que se efectivizan las denuncias, ya sea ante la policía o en la justicia, para excluir del sorteo a un juez que se considera, en el mejor de los casos, un inepto, y así autoconcederse alguna ilusión de justicia. Para decirlo con palabras de Ángel Ossorio: «Verdad es que hay magistrados inabordables, berroqueñas togadas para quienes la palabra y cualquier manifestación racional es igualmente ociosa. Con ellos solo es útil la jubilación o la degollación» (2). 

			Creo sinceramente que tal fin justifica casi todo, aun cuando ubique a su protagonista a un paso de la infamia. Por esta razón se le puede faltar el respeto al azar, utilizando hasta los métodos menos ortodoxos, incluyendo aquellos que se inscriben decididamente en el territorio de la teología. No comparto, abiertamente, la posición de quienes han ridiculizado el recurso a la magia negra utilizado por algunos colegas, incluso por aquellos a los que no se le conocen veleidades irracionales, para evitar en sus casos la intervención de un juez incompetente.

			Me parece claro, de todos modos, que esto es una cosa completamente distinta y no puede asimilarse —la distancia ética entre ambas es evidente— a la clase de maniobras que describiré, que ubican a la justicia como una disciplina subordinada a todo tipo de intereses, los cuales, insisto, nunca deben ser analizados fuera de contexto, porque aun cuando en sí sean legales, la experiencia indica que el forum shopping suele ser siempre la base de un producto de discutible calidad.

			Existen abogados —en eterna fase larvaria— que leen y escriben con dificultad, y para los cuales la relación con el juez o con el fiscal que intervendrá en su caso es un tema central. En ello les va la vida y siempre los enfrentan con una de esas sonrisas dispuestas a decir que sí a todo, a estar de acuerdo, completamente de acuerdo, con cualquier cosa que el funcionario diga o haga, aun cuando sólo emita sonidos guturales. 

			No hay nada que irrite tanto a un forum shopper, si es de raza, que el verse implicado en un proceso imparcial. Sin embargo, tengo para mí que, para los abogados de verdad, los que lo son hasta las últimas consecuencias, sin paliativos ni coartadas, la identidad de los funcionarios intervinientes en un caso es, por lo general, un dato menor, insignificante.

			De todas maneras, desde la evidencia de que esta última afirmación representa un pensamiento minoritario, cada vez que voy a tribunales experimento una auténtica pesadilla sensorial: imagino movimientos sospechosos por todos lados. 

			Oigo colores y veo ruidos.

			* * *

			Los gobernantes conocen, de primera mano, la trascendencia que tiene la actividad judicial respecto de su programa de gobierno. Y cada uno lo expresa a su manera.

			«La verdad que, cuando hablan de tanta reforma constitucional, que reelección, que no reelección, la verdad es que en 2015 yo quiero ser jueza. La verdad es esa: yo en 2015 quiero ser jueza. ¿Para qué presidenta?»

			En el acto central por el Día de la Bandera, en 2014, la presidenta Cristina Fernández insistió con sus críticas a la Corte Suprema y al Poder Judicial en general, luego del fallo que frenó la elección popular de consejeros de la Magistratura.

			Al hablar desde Rosario y por cadena nacional, la mandataria aseguró que es más fácil ser juez que presidente. «En 2015 yo quiero ser jueza, pero no jueza de la Corte, apenas de primera instancia o de un juzgado correccional, para que pueda tener una lapicera, un papel, una cautelar y firmar y (decir): qué me importa lo que vota la gente, qué me importa lo que votan los senadores, los diputados…», remarcó, e insistió: «Ya saben, Cristina jueza 2015».

			Irónica, la mandataria recomendó a «todos los que estén pensando en ser legisladores, gobernadores o intendentes, que replanteen sus ambiciones, porque, si sos juez, nadie te critica ni te conoce, y además no pagás declaraciones juradas y las ventajas son innumerables. Solo hay que encontrar a algún gil que sea presidente y pague los sueldos», señaló.

			Implícitamente, la jefa de Estado atacó a la Corte Suprema de Justicia al advertir que «por ahora los argentinos pueden votar al menos los representantes de dos poderes», el Ejecutivo y el Legislativo, y dijo que «no sea que venga una cautelar y no nos dejen votar al presidente y a los legisladores». La historia de nuestro país es la historia de facciones que alternan los roles de gobierno, intentando desestabilizarse recíprocamente. Cada grupo invoca la necesidad de refundar el país, y la justicia no escapa a esa lógica: el resultado de todo esto es que no hay un proyecto de país ni bases sólidas para su elaboración.

			De hecho, y siempre en cuanto aquí interesa, uno de los ejes de la campaña de Mauricio Macri durante 2015, para competir en las elecciones que lo consagraron presidente, fue la necesidad de restaurar la calidad institucional. La capacidad de la gente de creer que lo que espera será cierto no conoce límites. Cuesta descifrar cómo es posible, tanto en términos individuales como colectivos, que alguien se siga ilusionando con determinadas propuestas pese a todas las desilusiones conocidas.

			Previsiblemente, la intensidad del eslogan aminoró a los cinco días de haber asumido Macri su cargo, cuando designó por decreto a dos nuevos jueces de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Horacio Rosatti y Carlos Rosenkrantz.

			Así, en el afán de construir un tribunal intachable, se omitieron los pasos institucionales más elementales: no se nominó a los candidatos con el tiempo suficiente para que la sociedad civil expresara su voluntad, de acuerdo con el decreto nº 222, y tampoco se enviaron los pliegos al Senado de la Nación con miras a obtener su acuerdo.

			Luego, una vez configurado el escándalo, el gobierno dio marcha atrás y respetó el camino institucional originalmente ignorado.

			Es claro que, en esta materia, el actual gobierno no ofrece buenas perspectivas, confirmando que la predisposición a incidir de manera interesada en la conformación de los Tribunales y los organismos de control es un fenómeno que excede cualquier ideología y surge natural del ejercicio del poder. 

			El procurador general del Tesoro, Carlos Balbín, fue apartado de su cargo a partir de su trabajo en el caso Correo Argentino SA, un informe que comprometería a funcionarios del macrismo y a la empresa de la familia presidencial. Además de ordenar una auditoría para determinar si hubo irregularidades en la actuación del Ejecutivo en ese caso, el procurador saliente había pedido que la empresa, de la familia Macri, dejara sin efecto un millonario juicio que había iniciado contra el Estado nacional. 

			El ministro de Justicia fue duramente cuestionado por haber manipulado la acusación contra los fiscales imputados por el encubrimiento del atentado contra la AMIA, con el fin de mejorar su situación. La maniobra fue concretada a partir de un repentino cambio de los abogados designados como representantes de la querella del Estado, al momento de presentar su alegato en el juicio oral correspondiente. Así, se desplazó —el día anterior a la presentación de alegatos— a los abogados que venían interviniendo en el juicio, que ya habían anunciado que acusarían a los fiscales, y se los reemplazó por otros que se limitaron a reproducir un texto que los desvinculaba. 

			Según trascendió en los medios de comunicación, la maniobra llevada adelante, que llamó negativamente la atención de todo el mundo, obedeció a la existencia de relaciones entre los fiscales y el entorno del ministro.

			La relación entre ambos hechos debió parecerle tan evidente al gobierno que no necesitaba más explicaciones. Y seguramente por eso no las dio.

			En lo personal, no soy capaz de establecer si eso mejoraba o empeoraba la situación judicial de los fiscales acusados.

			La Corte Suprema de Justicia de la Nación se opuso a la integración de tribunales orales federales por jueces pertenecientes a la justicia ordinaria sin que estos hayan sido designados por el Poder Ejecutivo de la Nación en base a una terna vinculante del Consejo de la Magistratura, previo acuerdo del Senado. Se evitó de este modo que, con el formato de un traslado, se integre una instancia clave de la justicia federal con magistrados afines, elegidos de modo discrecional.

			Y el Poder Ejecutivo, en su conjunto, a tono con sus convicciones —o con la ausencia de ellas—, artificialmente atormentado por cuestiones respecto de las que nadie puede considerarlo puritano, acompañado por medios de comunicación, estamentos judiciales y aquello que caritativamente se denomina operadores judiciales, desarrolla una actividad permanente y frontal más cercana a un ajuste de cuentas que a otra cosa, con el objetivo indisimulado de remover de su cargo a aquellos jueces que no son de su agrado.

			Y no es difícil descubrir las razones que pueden ubicar a un magistrado en ese listado, en tanto incluye, llamativamente, a todos los jueces y fiscales a los que se atribuye simpatía ideológica con el gobierno anterior.

			Aprender a diferenciar por qué alguien hace las cosas y por qué dice hacerlas es el primer paso para comenzar a entender esta clase de movimientos.

			El actual gobierno, que si está del lado de la ley y el orden no lo hace de un modo convencional, cada vez tiene menos confianza en las venganzas sutiles y se inclina abiertamente por la brutalidad, única alternativa válida cuando los deseos del individuo chocan con principios reconocidos por una sociedad civilizada; en este caso, lo que se conoce, en términos generales, como debido proceso.

			Como si la posibilidad de analizar la conducta o los antecedentes de un juez de un modo normal no estuviese a su alcance.

			* * *

			Esta nueva edición de Forum Shopping, reloaded (recargada) nos enfrenta con más casos que han sido escogidos por ser representativos de un universo mayor, que permanentemente sorprende con alguna nueva variante de creatividad al servicio de la trampa. Incluir todos los episodios de manipulación judicial que trascendieron en los últimos años habría requerido, como mínimo, cinco tomos de mil páginas cada uno.

			Los casos que pueden verse en este trabajo sugieren de manera categórica que la justicia no está sujeta a ese interés general al que remite todo Estado, sino que en muchas ocasiones permanece subordinada a intereses individuales, circunstancia que no ha podido ser evitada pese a los distintos intentos por reducir los márgenes de discrecionalidad en los distintos espacios que ofrece la trama judicial, considerada de manera amplia. 

			La justicia acompaña todos los procesos políticos y esa dinámica explica su hábito de ser tolerante con el gobierno de turno hasta que deja de ocupar los roles institucionales. A partir de ese momento se desata una suerte de cacería —muy gráfica en estos días— contra los que se fueron y aparecen las protecciones para los que están, que ven con buenos ojos, cuando no alientan, que su antecesor sea demonizado, justificando a partir de ese escenario errores propios y minando las ulteriores chances electorales de su rival. 

			Pero aquellos que, cuando están en la oposición, reclaman que los gobiernos sean investigados por el Poder Judicial en tiempo real, cuando se convierten en gobierno califican —sin ponerse colorados— como maniobra de desestabilización política a cualquier intento por investigarlos, como ellos antes reclamaban, en tiempo real.

			Se advierte un caso notable de reversión fulminante de principios: justicia eficaz, pero solo para los que se fueron.

			Difícil encontrar jueces —la cantera local está seca de talentos— que resuelvan sus casos sin tomar en consideración las consecuencias personales que podrían sufrir si su decisión no fuera bien recibida en alguno de los tantos ámbitos con posibilidad de perjudicarlos; jueces que sean independientes del poder político, de los intereses económicos de las grandes empresas, de los medios de comunicación concentrados, de sus superiores o de su grupo de pertenencia.

			* * *

			Suele decirse que un juez debe ser, ante todo, un caballero. Y si sabe de derecho, mucho mejor.

			Esta máxima, que integra el catálogo de frases hechas de los tribunales y que, por algún motivo que desconozco, se da por buena, siempre me ha parecido algo boba, sobre todo porque lleva ínsita la posibilidad de que alguien que no sepa de leyes pueda ser un buen juez, cosa que resulta muy difícil, al margen de la buena voluntad del interesado. Eso, sin dejar de señalar que en nuestro medio los únicos que pueden darse el lujo —y a veces se lo dan— de no saber cómo funciona el código procesal son los jueces.

			Pero más allá de este detalle, lo que sugiere la regla mencionada es que un buen juez, sepa o no de leyes, habrá de comportarse siempre de un modo leal, conforme a su criterio y rechazando toda influencia externa. Esto último es lo que caracteriza a un juez independiente: su prescindencia de cualquier otro poder o influencia a la hora de fallar en un caso concreto.

			Así, la independencia de los jueces es vista como garantía de una justicia no subordinada a razones de Estado, a intereses políticos contingentes o a cualquier otro interés extraño a la administración de justicia. 

			Quien crea que en nuestro país los jueces actúan de esta manera está para que lo encierren, aislado, de modo que nadie sufra un contagio nuevo y peligroso.

			Estas últimas noticias sobre forum shopping muestran que cuestiones que antes aparecían en los márgenes secundarios de nuestra actividad ahora gobiernan su centro, y nos refuerzan en una convicción: no hay esquema judicial que resista su integración por funcionarios corruptos.

			
				
					1-  MÁRQUEZ URTUBEY, Luis Oscar, Proceso Penal. Imparcialidad. Traslado de la causa AMIA a un tercer país, La Ley —actualidad—, 30 de diciembre de 2003.

				

				
					2-  Cfr. El alma de la toga, 11ª ed., Ediciones Jurídicas Europa-América, 1986.

				

			

		


		
			I. Forum shopping

Salir de compras de un tribunal 

			Forum-shopping. The practice of choosing the most favorable jurisdiction or court in which a claim might be heard. A plaintiff might engage in forum-shopping, for example, by filing suit in a jurisdiction with a reputation for high jury awards or by filing several similar suits and keeping the one with the preferred judge. 

			Judge-shopping. The practice of filing several lawsuits asserting the same claims —in a court or a district with multiple judges— with the hope of having one of the lawsuits assigned to a favourable judge and of nonsuiting or voluntarily dismissing the others. 

			Black’s Law Dictionary (8ª ed.)

			«Salir de compras de un tribunal» o «salir de compras de una ley». La doctrina anglosajona cuenta con las palabras precisas, y particularmente ilustrativas, para definir una práctica tan habitual en los tribunales argentinos como polémica, el forum shopping.

			En el ámbito del derecho internacional privado, se entiende por forum shopping la posibilidad de un abogado de elegir al juez competente para su caso, y, en consecuencia, de escoger nada menos que el derecho que resulte más favorable a la pretensión de su representado. 

			A la hora de llevar adelante una acción judicial, un abogado puede verse tentado de elegir el tribunal que intervendrá en su caso no porque sea el más adecuado para iluminar el litigio, sino en función de la ley que aplicará. Por eso la esencia del forum shopping no radica solo en la mera elección del tribunal sino, por sobre todo, en el hecho de que tal elección trae aparejadas las normas de fondo que se aplicarán al caso (forum et ius). 

			Ante tal posibilidad, es evidente que la mayoría de los litigantes utilizará su libertad para elegir los tribunales que le resulten más apropiados. Al mismo tiempo, si los tribunales escogidos no son particularmente convenientes para las otras partes involucradas, pueden proceder conforme a la doctrina del forum non conveniens. Esta alude al poder discrecional del tribunal para declinar la jurisdicción cuando los fines de la justicia se vean mejor atendidos en otro fuero, que se estima más apropiado para llegar a una solución adecuada. 

			En esa concepción virtuosa del derecho internacional privado, elegir un juez o un tribunal, en tanto no implique un cambio sustancial en la ley que habrá de aplicarse, carece de toda relevancia: se presume que cualquier juez que intervenga en un conflicto actuará de modo imparcial, más allá de la ley que corresponda aplicar.

			Sin embargo, esta no es la interpretación que en las prácticas legales argentinas se asigna al concepto de forum shopping, que parece definirse a la inversa: lo que interesa elegir aquí es la persona que habrá de intervenir en el trámite de un juicio, que eventualmente podrá manipularlo en tal o cual dirección, con absoluta prescindencia de la ley formal o material que corresponda aplicar.

			* * *

			Por más de dos décadas, el sistema de forum shopping ha tenido un sensible crecimiento en procesos de insolvencia en lo referido a los casos más resonantes de grandes reorganizaciones empresarias de compañías multinacionales. El forum shopping, entendido aquí como el acto de solicitar la apertura de un proceso en un tribunal que no corresponde geográficamente al área en la cual el deudor tiene la sede de administración de sus negocios o su domicilio, se presenta en muchos de los grandes casos de quiebras multinacionales o de concursos preventivos de grandes empresas que tienen actuación transnacional.

			Este tipo de procesos brinda un enorme potencial para el forum shopper —el interesado en comprar una jurisdicción para su caso— porque, cambiando de jurisdicción o de país, también se puede cambiar el contenido de la legislación que determinará, por un lado, los recursos que posee el deudor frente a la crisis y, por el otro, el régimen de prioridad en los derechos de los acreedores. 

			La experiencia indica que los deudores buscan jueces que puedan dictaminar a su favor en cuestiones clave y los abogados buscan tribunales que no reduzcan sus honorarios. 

			Al revelar los antecedentes de una investigación vinculada con este tema, Lynn M. Lopucki señalaba: «El forum shopping más evidente durante el período de nuestro análisis fue la presentación de causas en Nueva York. Seis de los cuarenta y tres casos que estudiamos fueron presentados en una ciudad que no era ni el lugar donde se encontraba la oficina principal del deudor ni el lugar donde el deudor realizaba sus operaciones principales. Cinco de esos seis casos fueron presentados en Nueva York. Lo que fuera que buscaban los shoppers estaba más disponible en Nueva York… Además de buenos jueces y tribunales convenientes, había tres factores importantes para atraer o repeler casos: las prórrogas de exclusividad, los honorarios de los abogados y las peticiones del primer día. 

			»El tema de los honorarios fue otro factor importante. Por ejemplo, en la década de los 80, el tribunal de quiebras de Filadelfia se negaba a aprobar honorarios que excedieran los U$S 200 por hora para socios senior, mientras que el tribunal de quiebras de Nueva York aprobaba honorarios tan elevados como U$S 450 la hora. Lógicamente, Filadelfia no obtuvo ninguno de los casos que analizamos y tampoco ha tenido un caso grande desde entonces» (3).

			Durante la década del 80, el Tribunal de Quiebras de Wilmington, Delaware, una suerte de paraíso fiscal dentro de Estados Unidos, conocido por la opinión pública en la Argentina, presidió sólo un caso de quiebra de una compañía pública grande. Delaware es un ejemplo contundente de la expansión de la práctica del forum shopping. En 1996, trece de los quince casos grandes de quiebras de public corporations en Estados Unidos se iniciaron en Wilmington.

			A medida que las presentaciones en el resto de Estados Unidos decaían, continuaban creciendo en el estado de Delaware, que si bien está ubicado en tierra firme, ofrece las posibilidades de llevar adelante las actividades realizadas en los denominados «paraísos», que no están en tierra firme, como Bermuda o las Islas Caimán, entre otros. 

			Los «paraísos fiscales» son estados o países que convierten el proceso normativo en un negocio. Pueden dedicarse a disminuir los impuestos de sus clientes, ciudadanos u organizaciones de todo el mundo, protegerlos de sus acreedores, guardar en secreto lo que sería público bajo las leyes de sus países de origen o liberarlo de alguna reglamentación.

			Para obtener las ventajas de un paraíso, el cliente generalmente debe fingir algún vínculo con él: debe constituirse allí, depositar fondos aunque sean depósitos transitorios, declarar al paraíso como su «sede», establecer allí una oficina o poner la bandera correspondiente en su barco. Este vínculo es fingido, ya que la ubicación física de la empresa del cliente cambia solo un poco, si es que cambia. 

			Cuando se habla de los Panama Papers se habla de esto. La filtración informativa de documentos confidenciales de la firma de abogados panameña Mossack Fonseca, a través de una entrega de 2,6 terabytes de información por parte de una fuente no identificada al periódico alemán Süddeutsche Zeitung, permitió conocer en detalle la trama de ocultamiento de propiedades de empresas, activos, ganancias y evasión tributaria de jefes de Estado y de gobierno, líderes de la política mundial, personas políticamente expuestas y personalidades de las finanzas, los negocios, el deporte y el arte, a través de los servicios de un paraíso fiscal.

			Los implicados contrataban al estudio Mossack Fonseca, que ofrecía servicios para fundar y establecer compañías inscritas en un paraíso fiscal, de modo tal que cumpliesen con el objetivo primario de ocultar la identidad de los propietarios.

			Para las grandes empresas que actúan en el mercado internacional, no resulta para nada difícil eludir las legislaciones adecuadas para volcarse hacia las convenientes, haciendo uso pleno del sistema de forum shopping. En la medida en que no tienen, estrictamente, país de origen en ninguno de los sentidos de este término y, por su operatoria global, pueden mudar fácilmente de argumentos y encontrar puntos de conexión en cualquier jurisdicción en la que actúen, con el objeto de sostener la pertinencia de la apertura de un proceso de reorganización empresaria en el país que deseen, materializando así su forum shopping (4).

			* * *

			Hasta aquí, el concepto de forum shopping implica la posibilidad de elegir unilateralmente el juez o el tribunal competente para un caso y, por esa vía, el derecho aplicable.

			Sin embargo, en la Argentina, y bien lejos de las hipótesis del derecho internacional privado antes descriptas, el forum shopping adquiere ribetes más cuestionables. Para las prácticas cotidianas en los tribunales locales, 
forum shopping es la posibilidad de escoger a dedo el tribunal que entenderá en determinado conflicto, lo que viola las reglas que fijan la competencia y la asignación de causas. Esta expresión fue originalmente utilizada en nuestro medio para definir aquel mecanismo por el cual las partes eligen, mediante alguna argucia, el tribunal que habrá de intervenir en un caso. 

			En este particular sentido, el concepto de forum shopping es una especialidad local, argentina. Como el locro.

			«Los turnos rotativos, que permitían elegir juez, dieron lugar a tantos abusos que llegaron a ser bautizados como forum shopping. Por eso, en la última década el sistema se modificó. Las denuncias se presentan en la Cámara de Apelaciones, donde se decide por sorteo cuál juzgado intervendrá. Sin embargo, la denuncia ante alguna dependencia de la Policía Federal es la ventana abierta por la que se filtraron los abogados más avisados. Al Departamento Central y a cada Comisaría le corresponde un distrito judicial, en el que siguen funcionando los turnos… Este mecanismo de acceso a la jurisdicción carece de toda lógica y se presta a suspicacias en casos complejos, donde no es posible una determinación tan precisa de tiempo y lugar». 

			De esta manera, en noviembre de 1998, en Página/12, el periodista Horacio Verbitsky se refería a la cuestión que es eje central de este trabajo: la posibilidad real de elegir discrecionalmente a personas determinadas, en distintos roles, para que intervengan en todo o en algún tramo de un juicio penal y, de algún modo, influyan a favor de alguna de las partes. 

			Los casos de manipulación en cantidad inaudita que desde entonces hemos podido conocer, algunos escandalosos e inverosímiles, desdibujaron nuestra concepción de forum shopping hasta hacerlo abarcativo de cualquier acto que, de algún modo, implique una manipulación o influencia indebida que altere el curso normal de un evento judicial. Se trata de episodios que, en definitiva, presentan únicamente como rasgo en común la deformación grotesca de las normas.

			* * *

			Los episodios de estas características crecieron exponencialmente, merecieron tratamiento en distintos trabajos de investigación periodística (5) y, en la actualidad, se ven reflejados, con una frecuencia alarmante, en todos los medios de comunicación. Y presentan un curioso atractivo para mí, a tal punto que su tratamiento se ha convertido en una de mis especialidades. La otra es el baile agarrado.

			He leído tantas veces los casos que se describen en este trabajo que he perdido la distancia con respecto a ellos. Y no sé ya bien qué pensar cuando me entero de un caso nuevo: si estoy dedicándome al análisis de algo profundo o perdiendo el tiempo con una cuestión absolutamente trivial. Analizo las novedades —incluso sus connotaciones más estúpidas— buscándoles algún costado atractivo, aun sabiendo que cada episodio de manipulación exhibe desprecio general por la ley y sus circunstancias.

			Con la misma lógica casuística con que los ilustrados dilucidaban en el siglo XVIII si el hipopótamo era carne o pescado, en la actualidad se discute, al solo efecto de buscar una coartada ética, si una maniobra de forum shopping considerada aisladamente, en abstracto, puede calificarse de ilícita. 

			Así planteada la cuestión, no tengo una respuesta clara. Existen múltiples razones por las que una parte puede tener interés en que determinado funcionario intervenga (o no) en un asunto. Puede interesar la dinámica que imprime a sus investigaciones, el criterio con que aborda una materia determinada, su pertenencia política, o pueden cobrar relevancia infinidad de motivos, algunos que pueden parecer loables y otros, muy difíciles de clasificar. 

			Sin embargo, el análisis del concepto forum shopping «a la argentina» no es el marco adecuado para reivindicar aquello de que el fin justifica los medios. Teniendo en cuenta las experiencias conocidas en nuestro medio, la discusión sobre las bondades del forum shopping queda reservada —dicho con todo respeto— solo para hipócritas o idiotas. O eventualmente, para alguien muy desorientado, prácticamente un turista.

			Existen múltiples formas de lograr la intervención o la exclusión de un funcionario respecto de algún proceso: a través de una situación fáctica forzada o inventada, partiendo solo de una mera especulación temporal o simplemente utilizando herramientas procesales vigentes. 

			Por estas razones, y aun a riesgo de desnaturalizar (todavía más) la expresión forum shopping, me he propuesto en este trabajo realizar un repaso de los espacios que ofrece nuestro ordenamiento legal para manipular la elección de las personas que intervendrán en un proceso. En ese marco, la existencia o no de una maniobra fraudulenta puede ser, en ciertos casos, un detalle insignificante, ya que la búsqueda de un foro «de conveniencia» basta para expresar el concepto de shopping. 

			Sin embargo, me parece claro que analizar cualquier episodio de esta naturaleza fuera de contexto carece de sentido, máxime considerando que sus efectos no necesariamente son instantáneos. De hecho, no hay maniobra menos lograda que la que enseña sus razones de inmediato y por eso muchas veces, a primera vista, no es fácil dilucidar cuándo enfrentamos un acto de manipulación, cuándo una casualidad, cuándo una mezcla de ambos, o cuándo no se trata de nada de eso. 

			La experiencia indica que, en una mayoría abrumadora, todo episodio de forum shopping fue el comienzo de una trama irregular. No es una teoría, es una estadística. Con esta maniobra, básicamente se intenta obtener un resultado desaprobado por la ley, mediante acciones que en sí mismas son legales. Así, se elude el objetivo de ciertas disposiciones reglamentarias a través de la utilización o creación de posiciones formales. 

			Como el legislador no puede prohibir cada una de estas acciones, no tiene otro remedio que presuponer su licitud en general. Cuando enfrentamos una serie de usos procesales como fraudes manifiestos, la ley solo es observada de una forma aparente y externa, sin que se tenga en cuenta su auténtico fin y sentido.

			Existe, entonces, una diferencia sustancial que distingue a los distintos casos que voy a analizar: en su mayoría, los casos que expondré se refieren a la elección de la persona que habrá de resolver un conflicto, a diferencia del concepto de forum shopping internacionalmente reconocido, que alude a la elección del derecho que se aplicará a la resolución de un caso. 

			Sin embargo, también existen casos puntuales en los que interesa lograr la intervención de una persona determinada porque puede garantizar la aplicación de una interpretación del derecho particular, referida a cuestiones respecto de las cuales no existe una posición jurisprudencial uniforme. Así ocurre con los tribunales de feria, a los cuales los defensores suelen recurrir en busca de resoluciones excarcelatorias favorables, insistiendo con planteos ya rechazados por jueces que están de vacaciones, a la espera de que sus reemplazantes tengan un criterio distinto. 

			Las variadas interpretaciones o estilos para llevar adelante un caso pueden implicar diferencias sustanciales. La experiencia norteamericana ofrece buenos ejemplos en este punto. Así, en las salas de los jueces federales Marilyn Hall Patel y William Ingram, opositores a la pena de muerte, los casos de ese tipo por lo general permanecían en trámite por más de una década, mientras que en las salas de los jueces federales Manuel Real y Edward Rafeedie, partidarios de esa sanción, los casos de pena de muerte se resolvían en solo dos años. 

			Los deudores que se declaraban en quiebra conforme a determinada normativa en San Antonio, Texas, a principios de la década del 90, a menudo tenían que pagar el 100 por ciento de sus deudas, mientras que los que se declaraban en quiebra conforme a las mismas normas en Dayton, Ohio, generalmente tenían que abonar solo el 10 por ciento. Así, se podrían proporcionar miles de estos ejemplos (6), también de casos argentinos.

			Vale la pena recordar una situación que en su momento tuvo gran repercusión pública. El titular de un Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo cobró notoriedad poco después de que entrara en vigencia el denominado «corralito financiero», decretado por el gobierno de la Alianza a finales de 2001. El juez era el único del fuero que concedía los amparos a favor de los ahorristas y les devolvía el total de la suma que tenían atrapada en los bancos y en la moneda original, por lo general dólares. 

			Gran parte de los litigantes, con el objeto de obtener la radicación de su planteo en ese juzgado, desplegaron distintos métodos. Quienes tenían varios plazos fijos sorteaban un amparo por cada uno de ellos y ratificaban luego solo aquel que había recaído en el tribunal deseado, para luego ampliar su objeto, de modo tal de incluir la totalidad de sus plazos fijos. También cotitulares de uno o varios plazos fijos actuaban por separado para aumentar las posibilidades de radicar su expediente en ese juzgado.

			En principio, la elección discrecional de un tribunal se detecta sobre todo en el marco de procesos penales porque, por la naturaleza de las cuestiones tratadas en la justicia criminal, ese ámbito es el único que recibe causas por una vía que permite evitar un sorteo del tribunal que deberá intervenir en cada caso. Sin embargo, el fuero penal no es el único ámbito donde se verifica el forum shopping. 

			De hecho, en su momento, el Plenario del Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación resolvió abrir el procedimiento de remoción del entonces titular del Juzgado Civil, Comercial y Contencioso Administrativo Federal nº 4 de La Plata, Julio César Miralles. Así justificó su intervención el Plenario: «Frente a lo que aparece como una organización de tipo delictivo que giraba en derredor de las acciones de amparo y, principalmente, de las medidas precautorias solicitadas conjunta o contemporáneamente con ellas, destacando en la ocasión la actuación del juez aun en causas en las cuales la incompetencia del tribunal no solo era inicialmente notoria sino que así se lo señalaba la demandada al presentarse o, incluso, la misma accionante».

			Las acciones de amparo son territorio fértil para que proliferen maniobras tendientes a escoger discrecionalmente al juez interviniente en la medida en que suelen presentarse acompañadas de medidas cautelares que habilitan decisiones urgentes, más allá de la competencia del tribunal. 

			Esto ocurrió, entre tantas otras veces, en la localidad de Santo Tomé, provincia de Corrientes, cuando dos abogados, se sospecha que como parte de un entramado que incluía jueces y jefes de la Gendarmería Nacional, presentaron más de 12.000 medidas cautelares en juzgados civiles y comerciales —que no tienen competencia en el tema—, para obtener irregularmente pagos de suplementos en los salarios de los gendarmes.

			Por esta cuestión fueron destituidos los jueces Humberto de Biase Echeverría y Graciela Duarte y los abogados intervinientes fueron sancionados por el Tribunal Superior de la provincia. Tuvieron que pagar 1.278.000 pesos de multa y el Tribunal pidió que se los investigara penalmente.

			Juan Manuel Abal Medina, entonces jefe del Gabinete nacional, y Nilda Garré, ministra de Defensa, fueron los denunciantes. Los amparos estaban llenos de irregularidades, no solo de parte de los jueces sino, además, de los abogados, que se habían organizado para extraer el máximo de ventaja, con la complicidad de algunos jefes de la Gendarmería. La sospecha de que actuó una asociación ilícita quedó corroborada. 

			Estas maniobras defraudaron al Estado en unos 200 millones de pesos.

			La maniobra investigada comenzaba con la solicitud de una medida cautelar para que se les pagaran suplementos a los gendarmes. Los abogados incluyeron en estas presentaciones a gendarmes de todo el país. Los juzgados en lo Civil y Comercial de Santo Tomé no tenían competencia para actuar, porque los reclamos salariales de gendarmes son de otro fuero, el federal. Además, no correspondía que allí se presentaran demandas de otros lugares del país. Los jueces provinciales debían declararse incompetentes y pasar el pedido a la Justicia Federal, pero, en cambio, concedían las cautelares de manera inmediata.

			En este caso puntual, los abogados presentaron 53 acciones y lograron que los jueces se las concedieran para 12.674 beneficiarios. Una vez que se hacían los reajustes salariales, los jueces se declaraban incompetentes, pero no enviaban los expedientes a la justicia federal sino que los cajoneaban durante meses, mientras la Gendarmería seguía liquidando los sueldos beneficiados con las cautelares.

			Para el Tribunal Superior, no quedaron dudas: los abogados eligieron promover las cautelares en esos juzgados conscientes de que no tenían competencia, pero «sabiendo que se les concedería la petición». De otra manera, se habrían presentado los amparos en los juzgados federales del domicilio de los amparistas, como correspondía. 

			La sanción económica se hizo en base a un cálculo de la «responsabilidad patrimonial» del estudio jurídico, equivalente «a 100 pesos por beneficiario, más 200 pesos por acción judicial emprendida», lo que dio un total de 1.278.000 pesos. Por otra parte, la Justicia pidió al Tribunal de Disciplina del Colegio de Abogados que evalúe la conducta ética de los profesionales y remita la copia de la resolución a la AFIP para que evalúe su crecimiento patrimonial (7).

			* * *

			La implementación de estas prácticas se potencia en nuestro país, entre otras razones, a partir de un microclima muy particular, dentro del cual se desarrollan los procesos judiciales. Esto es notorio y ostensible en la justicia criminal federal, en la que hasta el abogado más desorientado sabe que prácticamente todos los actores se conocen entre sí. Por otro lado, existen, a la vez, vínculos muy fuertes entre algunos de ellos. 

			Con los años, un abogado aprende a orientarse a través de una red invisible de conexiones que luego se revelan tan evidentes que sorprende no haberlas conocido antes.

			En forma paralela a la estructura formal de la justicia penal, existe una urdimbre de relaciones basadas en el parentesco, el estatus y las jerarquías, que da un sentido particular a la acción de los actores. Es imprescindible tenerla en cuenta si se quiere comprender el funcionamiento institucional. Estas relaciones estatutarias y patrimonialistas operan más allá de los intereses divergentes —y en algunos casos contradictorios— que mantienen ciertos grupos entre sí. Su conocimiento y su utilización sirve como mapa indispensable para el desplazamiento por los oscuros y estrechos pasillos de la justicia penal, donde existe una extensa red de favores recibidos y por devolver (8).

			Dentro de este contexto, se destaca la existencia de una trama social originalmente denominada «la familia judicial». En palabras de José Massoni: «Se trata real y literalmente de una familia. La mayoría de los integrantes del poder eran parientes. Con el mismo apellido perteneciente a la aristocracia argentina, uno era juez de cámara, otro juez de primera instancia, un par fiscales, algún defensor, a la vez que sus hijos y nietos, mientras estudiaban en la Facultad para ser abogados, se desempeñaban como empleados de las categorías superiores e inferiores del escalafón de empleados» (9).

			¿Qué se entiende por «familia judicial»? María José Sarrabayrouse Oliveira lo explica bien. Un primer significado puede referir a relaciones de parentesco concretas: mismos apellidos que se repiten a lo largo y a lo ancho de la guía judicial; esto es, padres, hijos, sobrinos, cónyuges que ocupan distintos cargos en la justicia. 

			Sin embargo, la definición más interesante es la ampliada, entendida en función no solo de las relaciones de consanguinidad, sino de la pertenencia a ciertos clanes o grupos de interés (e ideológicos) que conforman una malla de relaciones, tejida a partir de lazos de amistad, camaradería, compañerismo y vecindad. 

			Así, se reconoce la existencia de espacios de sociabilidad compartidos por quienes integran esa «familia»: colegios, clubes, barrios, lugares de veraneo, pero también otros que dan cuenta del espacio público y profesional, como las universidades, los estudios jurídicos, las asociaciones profesionales. La importancia de estos ámbitos radica en que en ellos se reclutará a quienes podrían conformar la «familia judicial» y que funcionarán, también, como fusionadores de las relaciones que se tejan (10).

			Es claro que subsisten hoy marcados espacios donde prima el espíritu familiar descripto y donde tiene refugio seguro todo aquello que lleve la etiqueta del antiprogreso, que se protege por encima de cualquier diferencia interna. En este marco, no hace falta una inteligencia muy desarrollada para reparar en la incidencia que tienen, dentro de la administración de justicia, las relaciones promiscuas entre imputados, abogados, funcionarios y políticos, caracterizadas por obligaciones y lealtades cruzadas, que suelen confluir en la creación de un interés común que se manifiesta, entre otras expresiones, en la tramitación de expedientes.

			«Por lo común, no celebro entrar en promiscuidades con los jueces. Y menos cuando tienen un apellido compuesto. La familia judicial tiene prejuicios teóricos muy fuertes contra la igualdad», dice Rodrigo González, un abogado que empieza cuando los demás terminan. Siempre me atrapó la personalidad de este colega, de los pocos que nunca incluyen, en su especulación estratégica, la identidad de los fiscales y de los jueces con que se enfrenta.

			Un ejemplo menor —entre miles— de esta dinámica familiar es que los jueces de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Ricardo Lorenzetti, Juan Carlos Maqueda y Carlos Fayt fueron penalmente denunciados por haber nombrado a la hija de otra integrante de la Corte, Elena Highton de Nolasco, ignorando la normativa que establece la prohibición de que los jueces nombren a parientes directos como secretarios o prosecretarios, contemplada en el Reglamento de Justicia Nacional. En esa incompatibilidad recaería el nombramiento de Elena Nolasco Highton como secretaria judicial titular de la Secretaría de Relaciones de Consumo de dicho tribunal.

			Irregular o no, ese nombramiento puso en evidencia un patrón de conducta que se multiplica, en niveles alarmantes, en toda la administración de justicia, y revela la tentación irrefrenable de los integrantes del Poder Judicial por incorporar a ese ámbito, que ofrece salarios, horarios, vacaciones y obra social de primer orden, a cuanto familiar les sea posible.

			En un sentido similar, tiempo atrás la periodista Maia Jastreblansky señalaba en La Nación que «la familia judicial hizo un aterrizaje triunfal en la oficina de escuchas telefónicas. Sin ninguna clase de concurso, muchos hijos de jueces, camaristas y fiscales de peso en los tribunales fueron nombrados en la dependencia encargada de interceptar llamadas de narcotraficantes, secuestradores y políticos.

			»La nómina del personal de la Corte Suprema incluye a muchos apellidos notables del Poder Judicial».

			La explicación pública fue —sintéticamente expuesta— que las personas incorporadas eran «jóvenes ávidos de trabajar con nuevas tecnologías y son de confianza» (11).

			Así, gente sin preparación ni información ingresa al Poder Judicial y da inicio a una etapa de su existencia consagrada en exclusividad a menudencias burocráticas, que luego se mantienen —viejas ideologías del oficio—, al convertirse en elemento justificatorio de esas presencias, dándoles alguna virtualidad.

			En algún sentido, el nepotismo en la selección y ascenso del personal se erige como uno de los factores que cimentan la resistencia a modernizar la dinámica de la actividad judicial. 

			En este marco, todas las iniciativas vinculadas con el denominado ingreso democrático al Poder Judicial merecen ser valoradas positivamente. Sugieren la creación de un método de ingreso, mediante concursos públicos y abiertos, que procura una composición diversa de los trabajadores judiciales y, sobre todo, la igualdad de oportunidades para todos los aspirantes. 

			Con fecha 29 de mayo de 2013 y dentro de un conjunto de normas pensadas para la democratización de la justicia, el Congreso de la Nación aprobó la ley nº 26.861, llamada «Ley de Ingreso democrático e igualitario de personal al Poder Judicial de la Nación y al Ministerio Público de la Nación». Esta norma estableció que, desde su sanción, el ingreso de los empleados y funcionarios al Poder Judicial y al Ministerio Público de la Nación se realizaría mediante un procedimiento de concurso público. En su artículo 12, la ley sostiene que el objetivo central es garantizar que las futuras plazas laborales se definan por procedimientos que contemplen la publicidad, concurrencia, igualdad y transparencia a la hora de ponderar la idoneidad de las personas aspirantes a un cargo en dichas instituciones.

			¿Alguien sabe si se aplica?

			* * *

			Entre los casos de forum shopping más resonantes que se conocieron en nuestro país se destaca, por su particular entramado, la hipótesis mixta denunciada en el expediente «Kent, Jorge y otro s/ recusación» (12), un proceso de alto contenido patrimonial que involucró a empresarios poderosos. Por sus características especiales, este caso es un punto de referencia en la materia. Su desarrollo permite analizar varias de las aristas que plantea el forum shopping.

			Al resolver un planteo directamente vinculado con esta cuestión en este mismo caso, el juez Barbarosch recordó que «el mentado forum shopping, en lo que respecta a este fuero, es la irónica denominación deparada al nefasto sistema por el cual las partes, mediante artilugios deleznables, eligen, especulación mediante, el juez que intervendrá en el proceso penal donde se decidirá la suerte de sus intereses en juego. Cierto es que el Reglamento para la Justicia Criminal —entre otros— prevé el sistema de turnos para distribuir las causas que se inician por prevención policial y demás fuerzas de seguridad. Pero no menos cierto es que resulta altamente reprochable, desde el punto de vista de la ética, utilizar las debilidades del sistema —por la previsibilidad que otorga— en beneficio propio, en detrimento de las garantías constitucionales en juego, esto es, el juez natural y la imparcialidad de los magistrados». 

			A su turno, Gustavo Bruzzone también consideró necesario formular algunas precisiones en lo que hace al origen del asunto «donde se detecta objetivamente un claro caso de forum shopping, destacando que dicha expresión se comenzó a utilizar en la doctrina para denominar una práctica irregular que se verifica en el ámbito de la justicia penal de la Ciudad de Buenos Aires (y en el resto del país también), mediante la cual las partes tienen la posibilidad de escoger al juzgado o tribunal que habrá de intervenir en un determinado proceso».

			En ese punto, Bruzzone citó un trabajo de mi autoría junto a María Giorgelli, «Forum Shopping: Una mirada sobre el ejercicio profesional de los abogados desde la perspectiva del Código de Ética», publicado en el número 14 de los Cuadernos de Doctrina y Jurisprudencia Penal. 

			Los dos jueces concluyeron que existían dos clases de irregularidades que merecían especial atención y descalificaban todo lo actuado en el caso. Por un lado, la forma en que se dio inicio a la causa, mediante una denuncia formulada por el apoderado de ELP Investments en contra de distintos funcionarios y autoridades de Hicks, Muse, Tate & Furst, que fue presentada ante el Departamento de Delitos Complejos de la Policía Federal. 

			En realidad, por orden de turnos, se encontraba asignado el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción nº 29. No había razonabilidad alguna para que la denuncia se hiciera donde se hizo, salvo la sospecha de que se quiso elegir al órgano jurisdiccional. 

			Por otro lado, la irregularidad relativa a la conexidad que se planteó luego entre la causa que se había originado con esa denuncia y un asunto que había tramitado ante el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción nº 22, que —por lo menos al momento de plantearse la cuestión de conexidad— no permitía que prosperara. Esta segunda maniobra fue consumada a partir de una aplicación fraudulenta de los principios de la conexidad. 

			La resolución de Bruzzone y Barbarosch describió una articulación «que encontró acogida y excelente receptividad en una congruente maniobra de declinación y aceptación, a su turno, efectuada por dos magistrados del fuero: uno se desprende de una causa que, en razón del turno policial, le correspondía investigar, en favor de quien sabía que no tenía a su cargo proceso alguno en trámite con aptitud para dar lugar a tal desprendimiento, sin perjuicio de lo cual asume la adjudicación de dicha causa con conocimiento de que, a la fecha de recepción, no existía motivo alguno para quedársela». 

			El 4 de febrero de 2009, la Sala II de la Cámara Nacional de Casación Penal confirmó, parcialmente y por mayoría, lo decidido por Bruzzone y Barbarosch, en tanto anulaba lo actuado en el caso (13).

			Guillermo J. Yacobucci y Luis M. García destacaron, en relación con la competencia alcanzada por el Juzgado Nacional en lo Criminal nº 29 de Instrucción, que se dio en virtud de las disposiciones vigentes para entonces del Reglamento para la Justicia Criminal, que preveía un sistema de turnos para la asignación de causas iniciadas por prevención policial y otras fuerzas de seguridad.

			La decisión de la mayoría, en esta nueva instancia, señaló que, si bien esas circunstancias permitían conocer anticipadamente el juzgado que habría de intervenir en el proceso en un distrito determinado, lo que afecta la transparencia de las presentaciones, no era menos cierto que esa situación era una consecuencia natural y objetiva del propio sistema adoptado. De esa forma, no se advertía que la aplicación y requerimiento de una normativa cuya legalidad no había sido puesta en duda derivara en una afectación de garantías. Tanto los funcionarios policiales como el denunciante y el magistrado instructor en turno obraron dentro del ámbito de sus competencias, derechos y potestades, más allá de sus intenciones últimas, que escapan, en este caso, a una ponderación judicial. Así se argumentó.

			Por el contrario, en el caso de la prórroga de competencia decidida por el entonces titular del Juzgado Nacional en lo Criminal nº 29 de Instrucción, en favor del juez Ismael Muratorio, sobre la base de una supuesta conexidad, se concluyó que carecía de fundamento legal alguno y afectaba reglas básicas que hacen al recto orden jurisdiccional. Así, puesto que no existía causa alguna en trámite dentro del Juzgado a cargo de Muratorio al momento en que el juez Juan José Mahdjoubian dispuso la prórroga de competencia a raíz de una supuesta conexidad, y que esa decisión carecía de adecuado sustento legal, cabía entender que la medida se orientaba a obtener —como se verá claro más adelante— una cautelar que no había sido dispuesta por el magistrado originario.

			A partir de esta decisión, se abrieron luego distintos procesos que pusieron en su verdadero contexto a la maniobra cuestionada originalmente por Bruzzone y Barbarosch, y así, los hechos que en un primer momento fueron analizados en el marco de un planteo de nulidad se consideraron luego desde otra perspectiva y se convirtieron en la plataforma de una imputación penal. 

			Finalmente, Raúl Moneta, de ELP Investments, fue procesado como autor del delito de extorsión en grado de tentativa. En distintos tribunales se fue reconstruyendo la organización y la maniobra de características extorsivas orquestada por Moneta, dirigida a coaccionar a accionistas y directores de Cablevisión SA, y a funcionarios de la firma Hicks, Muse, Tate & Furst, a quienes habría manifestado en diversas reuniones cuáles eran los montos de dinero y de participación en la primera de esas empresas que exigía para resolver un conflicto de intereses. Moneta se habría valido —entre otras hipótesis— de la promoción de procesos judiciales con la obtención irregular de decisiones favorables a sus intereses, en los que se decía imbatible y para los cuales contaba con el concurso de su abogado, Gustavo Mitchel, y los jueces Mahdjoubian y Muratorio (14).

			Para obtener una ventaja patrimonial indebida, la estrategia de Moneta contemplaba el inicio de una querella criminal particularmente agresiva, que incluía embargos preventivos, allanamientos e intervenciones judiciales.

			Al analizar desde la perspectiva penal la actividad desarrollada en el caso, se resignificó la forma en que se iniciaron las actuaciones, mediante la denuncia formulada por ante la División Delitos Complejos del Departamento de la Policía Federal. Se señaló entonces que la elección de la autoridad receptora estuvo animada por el propósito oculto de seleccionar un determinado magistrado en el contexto de un pacto espurio y podía no constituir un delito inicialmente, pero una vez probada la existencia de ese acuerdo venal, podía considerárselo el inicio de un delito (15).

			Así, se concluyó que, en casos en que no existen medios de prueba directos, la reconstrucción de lo realmente ocurrido debía, inexorablemente, realizarse a partir de los actos cumplidos en el expediente cuyo designio subyacente debe deducirse de la razonabilidad y logicidad o no de su articulación (en el caso del abogado), y de la justificación o no de su disposición y/o de la forma de su cumplimiento (en el caso de los magistrados).

			Los integrantes de la Sala V de la Cámara del Crimen analizaron pormenorizadamente los hechos y alcanzaron las siguientes conclusiones. La denuncia original presentada ante la División Delitos Complejos del Departamento de la Policía Federal se explica por la sospecha de la existencia de un pacto espurio entre Mitchell y 
Mahdjoubian, que incluía el dictado de la medida cautelar que luego dispuso Muratorio, cuando Mahdjoubian no pudo cumplir con lo pactado y decidió desprenderse de la investigación. 

			Para reconstruir los motivos por los que Mahdjoubian actuó de esa manera, se valoraron la cámara oculta del programa Telenoche Investiga, que sacó a la luz otro escándalo, y las investigaciones judiciales y administrativas del juez, su secretario y del propio tribunal, que se originaron a partir de la emisión de la cámara oculta. Las imágenes emitidas dejaron sin margen de acción a Mahdjoubian, quien a partir del alto grado de exposición al que se vio sometido no pudo cumplir con su compromiso original.

			Los jueces tuvieron en cuenta que el 4 de diciembre de 2002 el periodista Luis Alberto Otero formalizó una denuncia que involucraba a Mahdjoubian, relacionada con hechos sobre los que volveré más adelante, y que fueron emitidos esa noche por Canal 13. El juez resultó imputado por el delito de cohecho pasivo.

			Sobre la base de estos antecedentes, se concluyó que «la existencia de una causa penal en su contra y los distintos sumarios administrativos que lo afectaban personalmente, como así también al secretario de su tribunal, permiten presumir que el imputado tomó la decisión de no cumplir aquellos actos que originariamente habría pactado —principalmente la medida cautelar—; y que, en consecuencia, en connivencia con Mitchell se inició la gesta de lo que finalmente sería la prórroga de competencia, pese a no contar con fundamento legal alguno y en clara violación a las reglas básicas que hacen el recto orden jurisdiccional».

			Así, al frustrarse la posibilidad de cumplimiento de los objetivos por parte de Mahdjoubian, se concretó un nuevo acuerdo con otro juez, que en este caso fue Muratorio. 

			La prórroga de la competencia gestada y dispuesta por Mahdjoubian y su aceptación por Muratorio, se dijo, ya había sido analizada por la Sala II de la Cámara de Casación Penal, que en voto mayoritario las había calificado como legalmente infundadas y se decretó la nulidad de la medida cautelar. 

			En aquella ocasión, el juez Guillermo Yacobucci dijo expresamente que la supuesta conexidad careció de fundamento legal alguno, que afectó reglas básicas del recto orden jurisdiccional, y se lesionó la legítima intervención de los jueces. Y agregó: «…situación que conlleva a la nulidad absoluta de lo actuado por su contradicción con la atribución legal de competencias entre los magistrados». Concretamente, señaló que al 26 de diciembre de 2002 no existía causa alguna en trámite dentro de la competencia del ex juez Muratorio y que, por lo tanto, esa decisión carecía del adecuado sustento legal, a partir de lo cual entendió que «…la medida se orientaba a obtener de manera expedita y favorable una medida cautelar que no había sido dispuesta por el magistrado originario».

			En similar sentido se pronunció el juez Luis García, quien agregó que, probado que la causa que supuestamente daba motivo de atracción ya no era tramitada por el entonces titular del Juzgado de Instrucción nº 22, «…no puede albergarse duda de que la articulación de las instancias tuvo por objeto crear la apariencia de que estaba reunido un supuesto de conexidad subjetiva y así cambiar la radicación del caso desde el juez que había prevenido en el sumario y obtener un juez que decidiese inmediata y favorablemente sobre las medidas cautelares que hasta ese momento aquel no había proveído de conformidad».

			De este modo, los jueces entendieron que las presentaciones realizadas en forma directa por Mitchell y/o bajo su patrocinio dieron ocasión y excusa a Mahdjoubian para concretar el planteo de la conexidad y a Muratorio para sostener que una causa de la que se había desprendido por incompetencia no estaba fenecida ante él, con lo que se generó una nueva radicación para la obtención de, entre otras medidas, una cautelar en condiciones sumamente sospechosas.

			Y en cuanto a esta medida finalmente dispuesta por Muratorio, se concluyó que se dispuso en forma irregular y sin contar con la documentación necesaria para respaldarla (16).

			A su vez, hubo irregularidades al notificar la medida, al intentar conocer su desarrollo, al prorrogarla sine die, en la ponderación de la documentación indispensable para analizar su procedibilidad, en ausencia de originales, de modo tal que los jueces consideraron que la medida cautelar, en las condiciones en que fue decretada y ejecutada, fue uno de los objetivos de los pactos espurios por los que habían sido imputados los implicados.

			Cuando se resolvió la situación del ex juez Mahdjoubian en relación con su presunta aceptación de dádiva o promesa procedente de llevar adelante determinados actos funcionales en la causa analizada, se sostuvo que, si bien no existían medios de prueba directos que permitieran reconstruir con exactitud los términos del presunto acuerdo venal existente entre los imputados, lo cierto era que el análisis de las decisiones adoptadas por el ex magistrado, las presentaciones efectuadas por el letrado involucrado mientras el sumario estuvo a su cargo, así como los dichos de la empleada a quien se le había asignado la respectiva tramitación mientras estuvo radicada en el Juzgado de Instrucción nº 29 generaban sospechas acerca de la existencia del pacto.

			Siempre en relación con la actuación de Mahdjoubian, se tuvieron en cuenta las irregularidades formales y sustanciales bajo las cuales tuvo por querellante a los abogados de Moneta, las particularidades de la prórroga de competencia resuelta en favor del Juzgado de Instrucción nº 22 y el hecho de que el magistrado había proyectado la medida cautelar con las mismas anomalías que finalmente se plasmaron en el juzgado de Muratorio, mientras la causa estuvo bajo su dirección.

			Respecto de este último, se destacaron, en reflejo, las circunstancias e irregularidades bajo las cuales se recibió, primero, la causa y se forzó, luego, procesalmente el trámite para terminar aceptando la conexidad con una causa que, se dijo, ya no estaba bajo su órbita. También se tuvieron en cuenta las irregularidades formales con respecto a la cautelar dictada, a las que deben sumarse la falta de acreditación de la verosimilitud del derecho, del peligro en la demora; la falta de equivalencia entre la afectación y la contracautela, el hecho de que la medida fuera fijada primero con término de vigencia y luego prorrogada sine die, así como aquellas circunstancias referidas a la oportunidad temporal en que se tomó la disposición (último día hábil judicial; basándose únicamente en los dichos de la parte en cuanto a la expiración del plazo y con posibilidad de haber habilitado la feria para su correcta apreciación).

			Como se vio, el giro inesperado en la secuencia originalmente diseñada, que motivó a Mahdjoubian a desprenderse del expediente original ante la imposibilidad de cumplir con su compromiso venal, delegando esa tarea en su colega Muratorio, se originó a partir de la emisión del programa Telenoche Investiga, en Canal 13, que incluyó la exhibición de una cámara oculta que involucraba a Mahdjoubian, su secretario Daniel Horacio Mauro y al abogado José Alberto Seyahian.

			Los nombrados, junto con el comisario Osvaldo Alberto Cabral y el subcomisario Jorge Fabián Luna, de la División Defraudaciones y Estafas de la Policía Federal, fueron llevados a juicio oral como protagonistas de un entramado destinado a obtener favores procesales que incluían, entre otras cosas, eludir el sorteo regular y la radicación de una denuncia en un juzgado determinado. 

			Esta investigación recayó, finalmente, en el Tribunal Oral en lo Criminal nº 4, que condenó a Mauro a la pena de dos años y diez meses de prisión —en suspenso—, 
inhabilitación especial perpetua y costas, por considerarlo autor del delito de cohecho pasivo en concurso ideal con el delito de utilización de información de carácter reservado con fin de lucro, en calidad de partícipe necesario. Bajo la misma calificación jurídica, Cabral y Luna fueron condenados a la pena de dos años y ocho meses de prisión en suspenso, con la correspondiente inhabilitación.

			Mahdjoubian resultó absuelto ante la ausencia de acusación fiscal. 

			Previo al juicio, Seyahian solicitó y obtuvo la suspensión del juicio a prueba.

			En lo esencial, el Tribunal tuvo por acreditado que Mauro conectó a Seyahian con los policías Cabral y Luna, quienes, en tal carácter, a pedido del letrado y a cambio de dinero, confeccionaron un amplio informe relativo a Gustavo Farbman. Usaron datos de carácter reservado a sabiendas de que dicha actividad estaba prohibida por la ley. 

			Los policías confeccionaron los menesteres propios de una investigación privada basada en los datos que obtuvieron de documentos oficiales, y esos mismos detectives privados serían luego los titulares de una dependencia oficial que recibiría la denuncia y trabajaría oficialmente en el caso, en arreglo con Mauro, que recibiría la consulta y ordenaría las primeras diligencias sumariales. 

			En su carácter de secretario del Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción nº 29, entre el 29 de agosto y el 14 de noviembre de 2001, y en consonancia con los policías, Mauro facilitó los antecedentes de Farbman que figuraban en el sistema informático del Poder Judicial. Además, aceptó una promesa de dinero para realizar un acto relativo a su función judicial, cuando el tribunal mencionado se encontrara de turno con el Departamento Central de Policía y por dicha vía ingresase una denuncia contra Farbman. 

			El acuerdo abarcaba, a su vez, el compromiso de que en el juzgado se beneficiarían, en lo posible, las pretensiones de la damnificada, patrocinada por Seyahian. El letrado hizo el ofrecimiento directo de dinero, y así se concretó finalmente la denuncia el 14 de noviembre de 2002. Con pleno conocimiento de esta circunstancia y en base al acuerdo previo, Mauro respondió la consulta telefónica de la División Defraudaciones y Estafas en relación con las actuaciones labradas por la denuncia de la cliente del Seyahian, donde resultaba imputado, obviamente, Farbman (17). 

			La investigación de Telenoche Investiga estableció que Seyahian se comunicó en forma telefónica en varias oportunidades con Mauro, que le dio los antecedentes de Farbman según lo que constaba en el registro informático de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. También le dijo, en relación con la denuncia, el juzgado que entraría en turno con el Departamento Central de Policía en noviembre de 2002.

			A su vez, en la cámara oculta pudo verse a Seyahian didáctico, dándole cierto toque personal al asunto, explicando —metódicamente— que la denuncia a realizar debía incluir hechos que configurasen el delito de extorsión, para evitar que, por razones de conexidad, la presentación se radicara en otro juzgado, donde el imputado registraba ya otros procesos en trámite, de fecha anterior. Este esquema, diseñado a partir del conocimiento de que los procesos que enfrentaba Farbman se centraban en imputaciones menos graves, permitía amoldar al caso la normativa procesal que dispone la acumulación de todos los procesos seguidos contra una misma persona en el juzgado donde tramita la imputación más grave. De otro modo, la denuncia que presentaría Seyahian podía quedar radicada, en aplicación normal de las reglas de conexidad, en el juzgado que ya tenía un expediente contra Farbman. 

			La televisión mostró a Seyahian dictándole a su cliente una nota, aparentando la recepción de un mensaje anónimo amenazante para dar credibilidad y soporte a la existencia de una extorsión en su contra.

			Y la recopilación previa de antecedentes del imputado, confeccionada con los aportes de Mauro y los policías, se explica a partir de la necesidad, inventada por Seyahian, de obtener mediante una investigación privada elementos que eventualmente pudieran ser de utilidad para la denuncia. Seyahian —juez penal durante la última dictadura militar— se lamentaba ante la cámara oculta y justificaba la necesidad de conseguir información de este modo porque «este es un momento en que conseguir la prueba es muy difícil», decía, porque «ahora, con esto de los derechos humanos, no se los puede ni torturar».

			Más allá del impacto de las imágenes y de los diálogos obtenidos por la cámara oculta, las defensas cuestionaron severamente toda la instrumentación prejudicial de la investigación, que, es cierto, reconoce una fundamentación confusa que exige para su comprensión un esfuerzo intelectual mayúsculo, incluso para los jueces que dictaron la sentencia.

			Y es que, según se reconstruyó en el juicio, Elizabeth Kirchherr se acercó a la producción del programa periodístico Telenoche Investiga y manifestó que era víctima de una estafa por parte de Farbman, que, según la mujer, tenía contactos en Tribunales, en apariencia mediante Seyahian. 

			La investigación de Telenoche Investiga llegó a establecer el contacto de Seyahian con el juzgado, a partir del cual se desarrolló una secuencia fáctica que nada tenía que ver con la inquietud original de Kirchherr: no había ya un delito en curso en el que fuera la víctima quien traía la información, sino periodistas en busca de una nota.

			Uno de los jueces sentenciantes, Julio Báez, dijo: «Es cierto que no deja de ser suspicaz todo el entramado anidado a la consulta primaria evacuada por Seyahian en relación con la evolución posterior del derrotero de autos. Lo que tuvo su génesis en una consulta privada de Elizabeth Kirchherr encontraba su piedra basal en una maniobra ardidosa que afectaba a la nombrada exteriorizada por Gustavo Norberto Farbman, habida cuenta de la utilización indebida de diversos cartulares de la nombrada; no obstante ello, luego de la primera reunión —y obtenidas las filmaciones primigenias—, se advierte un giro sustancial del enfoque por cuanto el foco de la atención deja de ser la ofensa al peculio privado para adquirir latitud un posible entramado o contubernio entre profesionales y órganos jurisdiccionales enderezado a obtener favores procesales e individualizar la posible radicación de una denuncia en un juzgado determinado, eludiendo el sorteo regular.

			»Pero más allá de la suspicacia aludida, de las cavilaciones que en mi fuero íntimo pudiere abrigar, las tinieblas que atesoro en función del mentado giro secuencial —las cuales no logran superar el umbral de lo conjetural o la ambigüedad—, lo cierto es que no observo, al amparo de ese viraje, una actividad lesiva o invasiva tanto al derecho a la intimidad como a la posible autoincriminación».

			En términos generales, la sentencia es impresionante —no tanto como los esfuerzos de Seyahian por violar la ley— porque exhibe en detalle, por un lado, distintas alternativas que suelen matizar un sinnúmero de episodios con características similares de corruptela, y por otro lado, la sólida formación académica de los jueces que la dictaron: el nombrado Báez, Armando Chamot e Ivana Bloch.

			Así, la insinuación al cliente de que los honorarios podrían ser compartidos con el juez, la afirmación en el sentido de que Seyahian sufría el «síndrome de mesa de entradas», que en apariencia padecen los funcionarios judiciales que, al retirarse y comenzar a ejercer la profesión, no se acostumbran a ser tratados en los tribunales como una persona más —¿no es repugnante?—, el dato objetivo que da cuenta de que Seyahian es primo de la madre del juez involucrado en el caso, Mahdjoubian, y sobre todo, como se naturaliza —y justifica—, la elección de juzgados y su funcionamiento interno, los recelos sobrevinientes (una vez ocurrida la catástrofe) entre funcionarios e imputados, y la invocación a tramas y conspiraciones ocultas, son temas que, en su mayoría, pueden reeditarse, con la correspondiente adaptación, en cuanto episodio irregular se conoce en el interior de la justicia.

			Puede leerse en la sentencia: «la trama de alianzas que se tejió en el interior del Poder Judicial, que se sostuvo sobre un acuerdo y en una lógica preexistente: lealtades, jerarquías, intercambio de favores, ramificación del contexto de relaciones, promesas de remuneraciones futuras ilegales, con la marcada finalidad de acrecentar capital, marcaron los rumbos de este agrupamiento de fechorías o de esta mancomunación delictual cuya modalidad corruptora ha ocurrido en un poder que debe tener una actuación inmaculada no solo por ser uno de los tres departamentos en que se edifica nuestro Estado, sino, también, por cuanto el mismo se erige en una garantía de imparcialidad para los ciudadanos que llevan sus conflictos para su augusta decisión».

			Ismael R. Muratorio, finalmente, renunció a su cargo el 1 de agosto de 2005 y el 3 de agosto Juan José 
Mahdjoubian fue removido de su función por resolución del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación, por diversos cargos.

			«En cuanto me volteen un juez, compro otro. Soy imbatible en el terreno judicial», afirmaba Moneta antes de caer en desgracia. 
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